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Editorial

Estudios sociales pretende convertirse en un espacio en el que gente que se encuentra cerca de una problemática social pueda publicar su reflexión sobre ella para comunicarla a gente de otros ámbitos sociales. Se busca de esta manera informar acerca de los graves problemas que el sistema actual provoca y que sus medios de desinformación esconden o disimulan, como así también presentar a las organizaciones, colectivos y movimientos que trabajen por la transformación de la sociedad actual en una verdadera sociedad de libres e iguales. 

La reproducción de este material es libre y se envía también a muchos medios gráficos, radiales y televisivos de todo el país. Esto para potenciar al máximo nuestros esfuerzos y para ayudar a poner en cuestión hasta donde sea posible la hegemonía que el poder (empresarial y político) y sus intelectuales satisfechos y elitistas tienen sobre la información y, por ende, sobre las masas.

Invitamos ya desde el comienzo a quien desee participar de este emprendimiento a comunicarse con nosotros, ya sea para debatir, acercar sugerencias, ayudar en la difusión o aportar con artículos propios. La información corre por cuenta del autor del artículo, que sólo es revisado por una comisión de Ediciones Independientes para corregir detalles técnicos y evaluar, por supuesto, su adecuación con los objetivos de la revista recién reseñados.  

Ediciones Independientes

edicionesindependientes@gmail.com

Para recibir, difundir, leer la revista (ya sea en su formato gráfico o virtual) o enviarnos material comunicarse a la casilla de mail de la editorial: edicionesindependientes@gmail.com.

Mendoza: situación social en la provincia de la impunidad

Por Horacio Seo

horacioseo@gmail.com

La Ciudad de Mendoza puede dar al turista o al visitante desprevenido una idea de que la provincia es un ámbito de paz y desarrollo lento pero sostenido. Y es que a diferencia de lo que pasa en las demás grandes ciudades del país aquí no hay vendedores ambulantes. Ningún limpiavidrios ni cartonero viene a romper este ensueño burgués que es el Centro mendocino, con su peatonal llena de luces y de cafés con precios europeos, con su avenida principal colmada de consumistas consumiendo, su plaza Independencia cada vez más reluciente y sus cientos de policías vigilando noche y día. Si a esto se agrega que los medios de des-información no nos sobresaltan más que con algún que otro asalto de vez en cuando no parece quedar otra opción que aceptar que la provincia (o al menos la Ciudad) es un ejemplo de civilidad y orden.

Sin embargo, más de un 60% de los mendocinos es ajeno a esta fiesta del “buen gusto” burgués. O peor aún, es la víctima de un plan estratégico que se viene preparando desde hace mucho y que recién en los últimos años toda la sociedad satisfecha de común acuerdo se ha dedicado a implementar, con seguridad y firmeza.

La gran excusa es el turismo. La ganancia que los turistas reportarían a la provincia ha servido de excusa al gobernador Cobos, a su mano derecha Cicchitti (intendente de Capital) y a todos sus poderosos aliados, para limpiar al Centro de pobres y gente sospechosa de no poder consumir en general, para acallar cualquier tipo de protesta o denuncia y para  perseguir a los sectores más marginados de la población hasta límites insospechados años atrás. Para peor, el reparto de esta entrada de dinero ha sido tan inequitativo que incluso ha habido protestas específicamente por ello desde algunos sectores de la clase media y hasta de algunos periodistas de los dos grandes monopolios regionales de la información. Es decir, después de llevar a cabo medidas muy fuertes para favorecer al turismo, después de que el estado provincial entregara muchísimo dinero en subsidios y campañas publicitarias, después de hacer sufrir a las clases bajas todo lo que el gobierno se propusiera, nada mejoró en la provincia: El 90 % se encontró con que sólo perdía otra vez frente a los intereses del otro 10%, y esto molestó más a aquellos pocos que esperaban beneficiarse de alguna manera y se vieron estafados en su “buena fe”.

Por todo esto, en los últimos meses la excusa del turismo ha ido perdiendo peso; pero la máquina opresora-represora del estado y la burguesía no ha sido desmantelada y sigue avanzando y aplastando libertades y derechos impunemente. Ahora no necesita excusas. Ha golpeado violenta y astutamente a cada pequeño grupo humano que se resistiera a su avance y la sociedad no ha sabido (o no ha querido) organizarse para enfrentarla. Pero veamos algunos casos.

Subempleo y desempleo

Las cifras oficiales (DEIE)afirman que en la provincia en el último año aumentó un 6,7% el empleo formal y encuestadores privados agregan que el salario ha subido de un 10 a un 15% en los últimos 3 meses. Los aumentos de salarios son reflejo del decreto que en este sentido emitiera el poder ejecutivo nacional y han sido conseguidos con enorme esfuerzo por parte de los trabajadores y el tibio sindicalismo mendocino
. Ejemplo de este tironeo son los judiciales que recién para el 28 de diciembre consiguieron una recomposición salarial de $150. Igualmente este aumento está lejos de ser general en el sector público y es casi inexistente en el sector privado, notablemente atomizado y desmovilizado. Suben, en cambio, el porcentaje de aumento de salarios los políticos, que en algún departamento percibieron aumentos de casi el 100%, y los jueces, favorecidos por el fallo de la Corte Suprema de la Nación que aumentó sus exorbitantes ingresos en un 30%.

Mientras tanto, el trabajo en negro se ha precarizado notablemente. Amplios sectores de la población han perdido sus planes sociales o su fuente habitual de subsistencia, y tanto la venta ambulante como las tareas de limpiavidrios y cartoneros han sido directamente ilegalizadas, lo que por supuesto contribuye a atemorizar a los asalariados en general que aceptan cualquier cosa con tal de no perder su magra fuente de ingresos. Es por esto que, pese a los datos esperanzadores que festeja el gobernador, las demandas sociales sobrecargan al poder judicial de la provincia. Cerca del 90% de los reclamos que se presentan en los juzgados tiene que ver con casos de distinto grado de indigencia que, no pudiendo resolverse en ningún otro ámbito estatal, hacen su último intento apelando a la beneficencia de los jueces. Claro que, como el papel de la “justicia” es únicamente vigilar y castigar a los ciudadanos
, la totalidad de estos casos es derivada inmediatamente a otras dependencias del estado perdiéndose en los laberintos burocráticos del sistema. 

La ordenanza 2882/88, vigente desde hace ya medio año, encontró a los vendedores ambulantes desprevenidos. Habían tenido problemas con la policía (el 5 de enero se habían enfrentado con saldo de varios heridos y detenidos); pero no sabían de esta nueva arma legal que permitió que su trabajo se convirtiera de repente en un delito reprimido con dureza. Al no estar al tanto de las novedades, cuando la policía llegó a quitarles todo por la fuerza se resistieron y fueron saqueados y reprimidos violentamente. Se agruparon, cortaron una avenida y quisieron improvisar una marcha; pero fueron reprimidos nuevamente, esta vez incluso con balas de goma. En San Martín se llegó a cortar una ruta y en la Ciudad se formó una pequeña organización de resistencia; pero el gobierno logró, acomodando a unos y reprimiendo y censurando a otros, hacerla desaparecer para comienzos de octubre. Luego de esto los vendedores viven huyendo, detenidos y saqueados continuamente. 

El sábado 23/10 el conflicto volvió a aparecer en los medios cuando la policía llegó de repente a arrasar con los puestos de la plaza Independencia. Los vendedores resistieron y fueron reprimidos con llamativa violencia. Tanta fue que unas 200 personas, entre vendedores callejeros, artesanos y peatones en general, terminaron enfrentando la represión, que terminó con numerosos detenidos y heridos (entre ellos un fotógrafo autorizado que termino con la mano quebrada, detenido y sin cámara por atreverse a retratar a un represor). Luego de esto, sólo el silencio de los medios y la violencia de cada día para los vendedores. En navidad hubo un pequeño cambio, la violencia de que iban a ser víctimas fue anunciada por televisión, y poco después la recibían en vivo y en directo, más masiva y preparada que veces anteriores.

La situación de los limpiavidrios puede decirse que es similar. El estado intenta correrlos de las calles del Centro desde hace mucho tiempo (en Mendoza desde que están allí), por ello en un principio se organizaron y ya en el 2001 se manifestaron unos 500 frente a la Legislatura para protestar en defensa de su medio de subsistencia. Antes no se supo muy bien qué hacer con ellos; pero desde el 31/08 la ordenanza 3587 permite que por “entorpecer el tránsito” el limpiavidrio que sea detectado como tal sea detenido inmediatamente, robándosele sus herramientas de trabajo y multándoselo con unos $400 (para la venta ambulante la multa ascendería a unos $500). “Los bicipolicías y los de las motos pasan después de las 12, porque si hasta esa hora no han detenido a nadie nos tienen que llevar a nosotros para justificar que controlan el Centro” dicen los limpiavidrios, y agregan que cuando llegan los turistas las detenciones son aún más frecuentes. Claro que a la vez se procuró acomodar a 179 de ellos con planes sociales de $250, el resto fue corrido del Centro despiadadamente. Como se ve, se trata del mismo método empleado contra la venta en la calle. Actualmente la mayoría de los limpiavidrios, al no tener otra posibilidad de trabajo, está volviendo a las calles y ya se los ve de vuelta arriesgándose a trabajar en el Centro para llevar una moneda a su casa.

La persecución de los cartoneros ha sido aún más sistemática. Se los intentó prohibir en tiempos de De la Rúa apelando al marco legal que ofrecían las ordenanzas 2.903/89 y 12928/88 prohibiendo el cirujeo; pero la gran cantidad de cartoneros que había en las calles de toda Mendoza y Gran Mendoza lo hizo imposible. Luego se intentó complicar su labor con matrículas y burocracia (en el 2002); pero no satisfechos con eso se los volvió a perseguir sin excusa. “Lo único que hacemos es cumplir las resoluciones. La voluntad del reglamento es proteger la salubridad de la población” se justifica Omar Jadur, director de Comercio e Inspección General.

Hoy al cartonero que es visto deambulando por el centro se le quita el carro y se lo lleva detenido, haciéndose pasible de recibir su correspondiente multa impagable (en este caso de unos $100) al igual que los demás trabajadores ilegales. Este trabajo, por su misma forma de funcionamiento, está un poco más organizado; pero aún no sabemos de grupos de cartoneros que estén planteando una resistencia organizada a la mano dura de Cicchitti y Cobos.

El trabajo de fragmentación de la lucha popular por parte del gobierno viene acompañado por la fuerte descomposición social de los mismos grupos de trabajadores ilegales. Así, los artesanos creen tener derecho a un respeto mayor por ser “trabajadores del arte” y los malabaristas fueron perseguidos por la misma ordenanza que marginaba a los limpiavidrios; pero lograron “legalizarse” reivindicando su papel de “trabajadores de la cultura” que los diferenciaría de aquellos. Los vendedores ambulantes se separan de otros sectores porque ellos sólo son “comerciantes”. Y los limpiavidrios y cartoneros, los más numerosos (y las más de las veces los más pobres), han perdido tanto el lugar que tuvieron en su momento en los medios como su incipiente carácter organizativo y el sacrosanto desdén con que se los dejara trabajar años atrás. 

Marginalidad y muerte 

2004 fue un muy buen año para algunos en Mendoza. Las ventas en shoppings y comercios para la clase media y alta aumentaron en un 20%.Los demás negocios, a pesar de los aumentos de precios, tuvieron que conformarse con vender igual o menos que el año pasado. Un sector de la “sociedad” tiene mucho que festejar este verano; pero para las clases marginadas este ha sido un año nefasto. Igualmente, dos estadísticas pueden ayudarnos a entender la conciencia social de esta sociedad tan cristiana: un 64,3% (en encuesta de la revista El Sol) de los mendocinos apoya la pena de muerte, a pesar de la fuerte desconfianza que tienen de la Justicia, por otro lado,  el 77% (en encuesta de Los Andes on line) opinó que la Policía hizo bien en despejar las calles de limpiavidrios para mejorar la imagen turística de Mendoza, un 20% opinó lo contrario.

Para empezar, el notable incremento del poder represivo del estado (principal logro del primer año de gestión de Cobos) sumado a una actitud de desprecio total, por parte del gobierno y un gran porcentaje de los “contribuyentes”, de los sectores más empobrecidos posibilitó que se tomaran medidas contra estos últimos que los gobiernos anteriores hubieran dudado mucho en aplicar. Un ejemplo de esto son las súper razzias con que asoló Cobos a las villas del Gran Mendoza para consolar a la burguesía, tan intranquilizada por su inseguridad. Durante uno o dos meses se sucedieron requisas arbitrarias a barrios enteros, casa por casa, para encontrar lo que allí hubiera. La situación socioeconómica del barrio era la única excusa necesaria para que los vecinos pudieran ser violentados por cientos y cientos de policías. La criminalización de la pobreza quedó patentizada en el actuar impune de las fuerzas que con cientos de abusos, allanamientos y detenciones no incautaban en cada barrio más que algún porro, una o dos armas y algún TV de procedencia dudosa. Una vez liberado un barrio (con excepción de los cientos de detenidos) se pasaba a invadir otro cualquiera. Este procedimiento se abandonó por ser demasiado aparatoso y costoso, además de por su evidente ineficiencia; pero dejó un mensaje claro de la actitud de este gobierno frente a los que menos tienen.

Otro hecho considerable fue el llamado del intendente Cicchitti a votación a los ciudadanos de Capital para conseguir un aumento de 3 o cuatro pesos por mes en las boletas de impuestos municipales para emplear ese dinero en un reforzamiento de la seguridad de la Ciudad. La idea era comprar más armamento, llenar de cámaras las calles, duplicar el número de policías, formar grupos especializados, legalizar las escuchas telefónicas sin permiso judicial, etcétera. Las elecciones arrojaron un 75% a favor del aumento impositivo para represión contra un 25% en oposición. El problema fue que a pesar de todo el dinero derrochado en la gran campaña incentivando a votar por el sí al aumento sólo se acercó a la urna el 7% del total del electorado. Frente a la poca representatividad del apoyo de las urnas el intendente comentó que: los que votaron son pocos pero estos son los pocos que realmente aportan al Estado (los “verdaderos contribuyentes”), la gente en principio no se interesa así que hay que arrancar con la medida y después se van a ir convenciendo, y, en última instancia, el ya había prometido que iba a realizar este proyecto así que de todas maneras lo iba a hacer. Una pequeña movilización en contra de partidos de izquierda fue la única respuesta de los mendocinos y la aprobación del proyecto quedó pendiente para cualquier momento.

Además, el tasvestismo ha sido prohibido y la prostitución es perseguida peor que antes. Y desde el 7 de enero del 2004, la Policía de Mendoza ha comenzado a realizar detenciones masivas de menores en el centro de la Ciudad de Mendoza (hecho denunciado por la Coordinadora de DDHH de Mendoza) con el sólo fin explícito de favorecer el desarrollo de las ventas comerciales producidas en la temporada turística. Esto ha provocado una saturación de la Comisaría del Menor con menores privados de su libertad sin mediar orden judicial de juez competente. 

En salud y educación nada se ha avanzado, el analfabetismo y la deserción escolar más bien tienden a crecer. Quedan numerosos sectores poblados sin acceso al agua potable y viviendo en la indigencia y el hacinamiento. Y mientras, el único plan habitacional serio del gobierno provincial, el “Plan de Viviendas para la Clase Media”, exige al que quiera tener una casa que ya sea propietario de un terreno y que tenga ingresos mensuales en blanco superiores a los $1000.

La persecución de los pobres en el Centro mendocino llega al punto en que mucha gente (sobre todo jóvenes) casi no lo conoce. Eligen no ir ni debiendo hacerlo porque saben que con sólo ser vistos por los guardianes del orden volverán a visitar los calabozos policiales. Por eso es que tampoco hay pedigüeños ni linyeras y, en general, la gente de tez oscura procura no acercarse o pasar muy rápidamente y sin llamar la atención. El enfrentamiento de las clases bajas con la policía es tal que la constante disminución en la cantidad de denuncias presentadas se explica más fácilmente por la negativa de más de la mitad de la población a acercarse a la policía que por algún método de seguridad aplicado por el gobierno. La policía si acude a los llamados del pobre es siempre horas después del hecho y sólo para seguirlo atormentando. Los trabajadores pobres (también del campo) desarmados por el plan canje de armas de Iglesias, empobrecidos por el gobierno de Cobos y abusados constantemente por la policía se encuentran frente a la delincuencia (que los afecta más directamente que al resto de la “sociedad”) completamente desamparados.

Peor es la situación del que cansado de la explotación capitalista y las palizas estatales, y decidido a no dejarse morir de hambre, ha intentado conseguir algo de dinero por medios más tradicionalmente ilegales (robo, droga, estafa, etc.). La superpoblación de agentes, constantemente incentivados a actuar con violencia, sumada a la colaboración de rateros asociados a ellos hará que pronto terminen muertos o en prisión, que a veces puede ser casi lo mismo. 

La situación de la Penitenciaría de Mendoza, de fama internacional en los últimos tiempos, merece un lugar aparte; pero para decir algo breve aquí del tema se puede transcribir parte de las conclusión a la que arribó la comisión (integrada por funcionarios, gente de DDHH y médicos y abogados de la provincia) que visitó el penal el pasado 26 de noviembre: “Los pabellones visitados se encuentran hacinados, sucios. Son verdaderos focos infecciosos donde conviven excrementos, ratas, cloacas tapadas, pabellones inundados con aguas servidas, Las condiciones de detención constituyen en suma un trato cruel, inhumano y degradante”. Las 16 ó 18 muertes (según la fuente) que éste año se han producido en las jurisdicciones de la penitenciaría de la provincia son sólo la punta de un inmenso iceberg de corrupción, explotación, sadismo y odio social. Y las únicas “soluciones” que el gobernador ha sabido dar a esta situación son el reciente despido del director del penal y la suspensión de visitas de los internos (¿?). Cuando se despilfarran tan ostentosamente los fondos públicos, las justificaciones económicas de Cobos para explicar el constante deterioro de este campo de concentración no pueden ser recibidas por los detenidos y por quienes nos interesamos por ellos más que como una burla cruel e inhumana.

En fin: política y sociedad

La derecha conservadora y católica se encuentra a sus anchas en una provincia donde prácticamente no tiene oposición, donde la burguesía, la iglesia
 (que luego del Encuentro de Mujeres llamó a sus fieles a una “militancia más activa”), los partidos políticos y la Justicia trabajan mancomunados por su propio bienestar y casi no son importunados por nada. Los partidos de izquierda recién están tratando de instalarse en Mendoza y las manifestaciones que reúnen a toda la izquierda en conjunto difícilmente superan las 200 personas. Tampoco hay piqueteros que corten calles. Los pequeños grupos piqueteros que se están armando dependen directamente de sus partidos de origen (como Polo Obrero y FTC) y aún no alcanzan un número o una capacidad organizativa significativa.

El PJ local es tan impresentable que Kirchner antes de las últimas elecciones presidenciales terminó acercándose más a Cobos que a sus “compañeros” de partido. La UCR mendocina ha retomado su carácter histórico oligárquico y represor, lo que le ha dado una coherencia en la conducción que basta para que un gran número de mendocinos se sienta satisfecho, pese a los movimientos sospechosos de capitales y las acusaciones de corrupción de que es objeto. Por último, el Partido Demócrata (la ultraderecha regional) se muestra tan oligárquico y soberbio que aleja a sus potenciales electores. Estos tres partidos casi no se enfrentan en nada, sólo luchan por espacios de poder; pero están de acuerdo en mantener un proyecto que le viene bien a las aspiraciones de los tres.

Los medios de información están agrupados en dos grandes multimedios que monopolizan la información de manera alevosa. Esto permite que la opinión pública sea manejada en bloque de acuerdo a los intereses del momento de las élites dominantes. Toda protesta es acallada o distorsionada y la crítica editorial es aún más suave que la falsa autocrítica que cada tanto simulan hacer los políticos mismos. La presentación insignificante y negativa que del Encuentro de Mujeres
 hicieron los medios fue un claro ejemplo de esto. O la manifestación del 20 de diciembre, que ocupó un minúsculo espacio al pie de la tercera página del diario Uno, mientras ocupaba casi un 60% de la portada una foto de un árbol cortado por matar con la caída de una de sus ramas a una anciana.

Como hecho positivo podemos destacar la atención que los medios y la sociedad han debido darle a la situación de los presos luego de la intervención de Amnistía Internacional y otras organizaciones nacionales y provinciales en el asunto.  Los partidos de izquierda están comenzando a crecer en la provincia, pero su dirección porteña está demasiado lejos y pierden eficacia en la acción. Además, su base marxista los lleva a buscar ciegamente elementos revolucionarios en la pequeña clase obrera mendocina, débil y atemorizada por la gran masa de trabajadores en negro, campesinos y marginalizados en general que constituyen la gran mayoría de la población provincial. Este inmerso “ejército de reserva” se les presenta a la vez como una competencia desesperada por puestos de trabajo y como ejemplo de lo que le espera al trabajador si por rebelarse o no someterse lo suficiente al patrón llegara a perder el empleo.

Este último sector cada vez más empobrecido ha alcanzado algunos logros fugaces pero significativos en lo que hace a su conciencia de clase, organización de la resistencia e independencia (forzada) del estado y de los estratos burgueses. De los recién nombrados es el trabajo en negro el más atomizado. Malabaristas y artesanos han conseguido cierta estabilidad organizativa mínima y, si no su completa legalización, al menos ser soportados por el momento por el Estado. Limpiavidrios, cuida coches y vendedores ambulantes luego de haber planteado las luchas más importantes que enfrentó Cobos (fuera de las mismas luchas internas de la derecha) se encuentran lamentablemente disgregados y desmoralizados; pero poco a poco se están reagrupando impulsados por la misma necesidad. Los cartoneros, por su parte, se encuentran al menos muy bien relacionados dentro de cada barrio. El gobierno hasta el momento los ha tratado con alguna cautela y, quizás, con un pequeño esfuerzo puedan fortalecerse para comenzar a avanzar en sus reclamos hoy tan postergados.

El trabajo de la Coordinadora de Derechos Humanos de Mendoza
 ha crecido con respecto a años anteriores y va ganando un lugar creciente en los medios. Sus defensas públicas de chicos de la calle, vendedores ambulantes y presos han contribuido a cuestionar metodologías represivas que ya se daban por completamente aceptadas. 

Se suman de a poco nuevos grupos gremiales “autoconvocados” que dan una lucha mucho más frontal y legítima a los patrones que la  burocracia sindical. Y el empresariado rural y sus sindicalistas cómplices tuvieron que retroceder en sus intenciones de impedir a los campesinos con planes sociales trabajar en la cosecha.   

Además, pequeñas cooperativas de producción autogestionadas han comenzado a funcionar en barrios tales como La Favorita o el San Martín y algún grupo de cartoneros se autoorganiza también para defenderse y producir, por ejemplo, lumbricomposto. El recelo que la clase baja va tomando de sus “representantes”, del estado y sobre todo de la policía, provoca que comience a simpatizar con planteamientos de cambio social revolucionario que antes le hubieran repugnado, y hace que la idea de la ayuda mutua vuelva a aparecer como una necesidad (y esto en áreas tan disímiles como la cárcel, la economía doméstica, la autodefensa barrial, etc.). Creemos que aquí hay un importante espacio de trabajo para el socialismo revolucionario en general. Los partidos de derecha han perdido toda credibilidad, los de izquierda, en su mayoría, no se rebajan a trabajar con estos “lúmpenes”
, y el anarquismo organizado recién comienza a trabajar en la provincia. La iglesia ha demostrado definitivamente ser sólo un placebo inútil para las graves enfermedades sociales que afectan a los marginados y éstos, solos, comienzan a reunirse para tratar de cambiar las cosas. Es nuestra tarea entonces apoyar sus intentos de autoorganización y acompañarlos en sus más que justos reclamos reivindicativos para avanzar lento pero seguro, junto con todos nuestros compañeros de clase, en el camino de la tan necesaria revolución social. 

Trabajadores rurales y la opresión capitalista

La otra cara de la Vendimia 

Por Libertad Mendoza

leeydifunde@yahoo.com.ar
¿Qué se festeja en la Fiesta Nacional de la Vendimia?

En marzo la provincia de Mendoza realiza su “Fiesta Nacional de la Vendimia”, la fiesta del capitalismo y la hipocresía social. El gobierno de turno no escatima gastos
 ni discursos en el desfile de ostentación que insisten en llamar la fiesta de los trabajadores, cuando ellos no logran descubrir qué tendrán que ver los “duendes del vino”, “el polvo mágico de la vendimia”, fuegos artificiales y los “artistas que pasean tachos vacíos por el escenario con vestimentas de colores y papel crepé” con un año de trabajo  y explotación, de servicios y necesidades básicas insatisfechas. Un año de privaciones, de hambre y de marginación que ayuda a separar cada vez más la brecha entre el trabajador y el productor-explotador. 

Y es que la fiesta vendimial ya nada tiene que ver con el trabajo rural al que insiste en representar. Las bonitas candidatas no saben lo que es cosechar, surcar, atar, más de diez horas diarias en invierno y verano por $ 15 diarios, como así tampoco los organizadores, políticos o periodistas, que armaron un escándalo cuando cancelaron su fiesta en el anfiteatro Frank Romero Day y la realizaron en el estadio Malvinas Argentinas. Nada saben -o simulan no saber- de los engaños y contratos en negro o fraudulentos que manejan los productores viñateros y demás “sponsors” de la fiesta. 

Una vez más llega marzo y la fiesta continúa siendo de unos pocos. El pueblo sólo la mira por TV,  desde los cerros o la aplaude por la San Martín, la avenida principal donde pasean las candidatas que sueñan con un año de sueldo regalado
 y su aparición en los medios mientras los explotadores rurales regalan dádivas alimenticias y papelitos celebrando otro año de impunidad social. 

La vida en la viña: breve síntesis de su situación social


Hace falta nada más mirar alguna publicidad por parte del gobierno (sobre todo en la parte de turismo) para encontrar el lema trillado “Mendoza, tierra del sol y del buen vino”. La industria del vino ocupa un sector importante en la provincia y deja grandes ganancias, por supuesto que solamente las obtienen los empresarios. Para el trabajador de la viña, el aumento en las exportaciones y el incremento del consumo interno del vino sólo lo observan en el cambio de utilitario de su empleador. 


El obrero de viña vive mensualmente con $100 ó $200 (contratistas
) o $450/500 (empleados efectivos
), trabajando de lunes a sábado. Los demás obreros, que son la enorme mayoría, los trabajadores en negro y/o golondrinas, reciben un sueldo que oscila entre los $15 y $22 diarios, dependiendo de la “bondad” del empleador. Aunque parezca increíble, y a pesar de la suba de precios en la canasta básica familiar
- cuyas últimas mediciones estimaron que para vivir dignamente una familia de tres o cuatro miembros necesitaba entre $ 800 y $ 900 por mes, sin contar impuestos, servicios, alquiler y deudas-, una familia rural promedio de siete integrantes debe subsistir con ese magro sueldo por parte de la finca y $60 de salario familiar por hijo si está inscripto en ANSES. 


Del total de trabajadores que sustenta una finca, el 50 % o algunas veces más (90 %), lo constituyen trabajadores en negro. Existen casos de fincas de 150 hectáreas (ocho hectáreas por parral) que se encuentran trabajando con dos obreros en blanco durante todo el año. Para el estado, dos obreros pueden atender entre diez y quince parrales durante un año y realizar todos los trabajos que implican. Los inspectores fiscales que han sido enviados por el Ministerio de Trabajo pasaron directamente por la oficina del patrón y se fueron sin visitar la finca ni hablar con los trabajadores. Lo mismo ocurre con las denuncias de los propios obreros de su situación como trabajador en negro. A pesar de haber pasado por organismos oficiales asentando la denuncia, no se presenta ningún representante del estado para corroborar los hechos y el caso se muere con el tiempo.  


El empleador que contrata trabajadores en negro se ahorra dinero en sueldo, vacaciones pagas, retribución por días no laborables trabajados, el porcentaje de obra social y responsabilidad civil ante accidentes, mofándose alevosamente del artículo 14 bis de la Constitución Nacional. Dicho artículo otorga el derecho a jornadas dignas y equitativas de labor, jornadas limitadas de trabajo (8 horas) descanso y vacaciones pagas, salario mínimo, vital y móvil (esto es, que sirva para el acceso a la canasta básica alimenticia) y el derecho de tener una vivienda en condiciones dignas (edilicias y sanitarias). Sin embargo, las casas dadas como vivienda a cambio del labor, en diversos casos no tienen electricidad a pesar de que el tendido de cables no está a gran distancia, la mayoría de las veces no funciona el sanitario ni hay red de agua potable, aunque sí de pozo. Hay familias con niños pequeños que deben convivir en estrechas viviendas con insectos nocivos (arañas, garrapatas, vinchucas, pulgas, moscas, etc.), sin contar con la posibilidad de una desinfección.  

Durante el tiempo de cosecha se contrata gente que previamente ha firmado su renuncia a recibir el salario mensual correspondiente a los meses de trabajo y al seguro médico “haciéndose responsable por los gastos que se ocasionaran por algún accidente de trabajo”. Pasado esto, no existe factura que justifique el dinero pagado a cada persona o si la hay, recurren a una treta rutinaria: el recibo por sueldo en blanco. 


¿Y qué gente se prefiere para el resto del año? La franja de trabajadores empleados va desde los catorce años a los sesenta, aunque esté penado el trabajo infantil. Mientras menos hijos pequeños tenga la familia mayor será la posibilidad de conseguir empleo que tendrá el trabajador, ya que en caso de inspección podrá ahorrarse dinero en multa y salario familiar. Del mismo modo, si a esto se le suma el hecho de que sea analfabeto y/ o tenga fama de “buen obrero” (esto es, que no haya protagonizado ninguna discusión con patrones anteriores por cuestiones de sueldo u otros derechos laborales –horas extras, cuidado de la salud, salario, condiciones dignas de trabajo y de vivienda, etc.) y esté dispuesto a cumplir horas extras sin recibir el 50 % de recargo (o hasta el 100 % de la hora normal si trabaja luego de las 13 horas del sábado o durante el domingo, excediendo las 48 horas semanales, tal como lo establece la legislación vigente
).


Se busca, también, a la gente que cobra planes sociales, como el plan jefes y jefas de hogar. Al figurar como desocupados en ANSES no pueden darse la posibilidad de perder dicho beneficio, que es, en la mayoría de los casos, el único sueldo seguro en el futuro cercano.  

Otra violación ocurre con los acuerdos de Convenios Colectivos de Trabajo (154/91) respecto a la entrega de ropa adecuada según los trabajos a cada obrero. El uso de los agroquímicos para fertilizar o impedir la aparición de plagas que afecten a la vid es una práctica frecuente; pero el cuidado del personal ante el uso de los químicos y la información de las consecuencias de los mismos en la salud de los obreros no se practica. Algunos de estos agroquímicos pueden provocar intoxicación, desmayos, enfermedades en la piel, y hasta cegueras temporales o permanentes. Las denuncias de personas que claramente se han visto afectadas por el trabajo continuo con químicos se extinguen ante la indiferencia del mismo afectado o del sindicato de apoyo. Los gastos en salud corren por cuenta del obrero que tiene suerte si se le pagan los días perdidos hasta su restablecimiento.    


Similar a lo que pasa en otros tipos de trabajo, la mujer en la viña ocupa un pequeño porcentaje del personal. Tradicionalmente, es sabido que muy difícilmente va a ser contratada para algunos trabajos que impliquen fuerza u otro tipo de habilidad (manejo de tractor, poda, levantamiento de parrales, curación con químicos, etc.). Se la elige en trabajos de tipo manual (desbrote, atada, sembrado, etc.) cuando lo hay y el personal masculino permanente no pide para sí mismo ese trabajo. En el otorgamiento de contratos anuales  se prefiere  la firma del hombre a la de la mujer, salvo que sea viuda, o la de un hijo varón que se haga cargo. Demás está decir que a veces deberá sufrir la discriminación o acoso de algún tipo, aunque estos casos pocas veces salen a la luz. Y es que se mantienen, muy patentes, los roles familiares tradicionales: la mujer en la casa criando hijos y el marido en la viña.  


La educación, el empleo de la familia, la ayuda del estado y la cantidad de integrantes de la misma juegan un rol importante en la posibilidad de cambios en el futuro de los hijos. Del total de alumnos que terminan la escuela primaria apenas un 20 % de ellos continúan la secundaria y un 10 % la terminan, y en muy contadas situaciones, alguno llega a la universidad pública ayudado con una beca. Los alumnos que cursan la secundaria son los hijos de contratistas o capataces de finca, que pueden darse el lujo de prescindir de la ayuda de estos chicos mientras están en clases. Una vez que estos chicos terminan la secundaria y no pueden conseguir otra ocupación, la vuelta a la situación social en la que están los demás no hace otra cosa que confirmar que los años de estudio no le han servido para nada. 

El único signo de bienestar social admirado por la misma gente es la posesión de vehículos y electrodomésticos en primer lugar, y luego, si alguno lo consigue, un terreno donde establecer su casa propia sin alejarse del pueblo. La independencia económica, que podría lograrse tras años de ahorro, se diluye como meta en la cotidianidad, del mismo modo que el deseo de proyectar un futuro más allá de los fines de semana se pierde en la rutina alienante y el trabajo mecánico absorbente.    

Por su situación geográfica, correspondiente al interior marginal de la provincia, la gente de la viña se encuentra alejada de los servicios de salud y de los demás organismos dependientes del estado. Los aumentos por decreto a los trabajadores en blanco se esperan por azar del destino y conciencia del empleador. Si aparecen engrosando el sueldo, bienvenido sea, y si no, a pesar de que les correspondería, lo toman como “otra avivada más del empleador” y raras veces reclaman por temor al despido. Las leyes y juicios laborales no se llevan a cabo porque finalmente siempre triunfa el otro lado. 

La policía departamental no acude inmediatamente al ser llamada por algún hecho delictivo (llegan hasta con diez horas de atraso, incluso, desde el momento del llamado) y cuando lo hace se limita a registrar la denuncia y todo queda como está. Sin embargo, a no desanimarse, porque se están implementado planes de seguridad rural. Sí, aunque parezca increíble, desde el gobierno se lanzó un programa contra robos rurales, el cual tiene como objetivo “vigilar el desplazamiento de las materias primas” (léase: cuidado de las viñas, uvas, etc.), para lo cual se realizarán operativos de control y un padrón de trabajadores agrícolas. Sobre la seguridad del obrero en su casa, ni noticias
.   

Las salas de emergencia están saturadas y tienen escasos elementos de atención (un ejemplo: en odontología la atención está preparada más que nada para la extracción de muelas, casos de tapaduras son derivados a hospitales públicos). Por suerte, la entrega de leche y anticonceptivos se mantiene con bastante regularidad, al igual que los tratamientos de nutrición primaria. Esto es algo que merece destacarse, ya que en las últimas mediciones provinciales de salud nutricional infantil se detectaron muchos casos de desnutrición y bajo peso en escuelas rurales. 

¿Y qué pasa con la política departamental, qué hacen para solucionar los problemas de las familias rurales? Nada. Simplemente se suben el sueldo impunemente luego de mofarse en los contratos en negros que ellos mismos autorizan por lo bajo. El caso de San Martín, célebre departamento del este por sus políticos famélicos
, escandalizó al pueblo mendocino a comienzos de año luego de la granizada que afectó al este en la noche del 1º de enero. En consenso, se aumentaron el sueldo de $1150 a $2220 más $125 en tickets alimenticios “para mejorar los magros ingresos”, cuando los tickets sociales para el resto de la gente -con un cuarto del sueldo de ellos- son de $30. Y ya que en la reunión estaban aumentando, ese mismo día aumentaron también el canon mensual de tasas y servicios en un 40 y 60 % para todo el departamento. El intendente Jorge Jiménez (PJ), que cobra $3300 (50 % sueldo y 50 % gastos de representación) dijo a los medios que –salvo sus haberes inamovibles-, revisaría los sueldos estipulados. Sin embargo, todavía no cumple con lo dicho. Y es que cada uno defiende su bolsillo: una de las concejales declaró a Noticiero 9 que “el aumento estaba previsto: lamentablemente coincidió con la granizada; pero se iba a hacer de todos modos”. 

Las reuniones que tocan el tema del trabajo rural dejan de lado al obrero y últimamente giran en torno a si debe o no suspenderse el pago de los planes sociales en la época de cosecha, puesto que temen perder mano de obra desesperada. Empresarios y burocracia sindical acordaron, en su momento, suspender los planes ya que de ese modo  creen que se hace justicia, al “equiparar” la competencia en el trabajo. Así “obreros temporarios y permanentes se encuentran en igualdad de condiciones”
, tal como lo sostuvo el representante sindical de SOEVA.  

En realidad, el temor a que no haya gente disponible durante la cosecha es ilógico, puesto que, por un lado nadie puede vivir con sólo $150 mensuales (menos aún las usualmente numerosas familias del campo) y, por otro,  aunque se suelen pagar las fichas a fin de semana, la costumbre cada vez más generalizada de algunos empleadores (por razones de seguridad personal y monetaria) es pagar a fin de mes o -con suerte- quincenalmente. Y los obreros continúan igual trabajando, puesto que si se van a otros lugares de pago semanal o jornal durante la temporada de invierno corren el riesgo de quedarse sin empleo o disminuir su posibilidad de trabajo.  

La temporada de cosecha

 
La época de cosecha pone de manifiesto con mayor claridad los mecanismos de explotación y violación de derechos laborales. Es la época en que la gente aprovecha para ganar más de lo acostumbrado, pudiéndose dar el lujo de comer asado los fines de semana o terminar de pagar la cuota del televisor, y guardar para los meses venideros de invierno, ya que recién en mayo-junio comienzan las renovaciones de contratos y los primeros trabajos de viña (la temporada de poda y atada). Para el empleador es la época en que recibe todo el fruto del año y en que debe mover más que nunca sus influencias para ganar más con menos gastos, ya que en este período el gobierno suele recordar que hay gente que trabaja en la viña y debe simular condiciones laborales dignas, por lo cual envía a varios inspectores a llenar planillas y visitar el campo. 


Primeramente, los empleadores cumplen al pie de la letra con el precio mínimo del tacho
, que hoy es de 0, 45 centavos
, cuando en la bodega se paga entre $18 y $25 por la misma cantidad de uva (generalmente, 25 kilos), o sea un 2000 % más (sin contar por supuesto los gastos que el campo le implica al productor). Concretamente, menos del 2 % del valor del tacho queda para el trabajador.    


La mano de obra empleada es de la gente de la finca y de cuadrillas externas, que previamente han firmado renuncias a beneficios sociales y laborales regidos por la ley. Se prefiere a la gente de zonas vecinas, acostumbradas al trabajo de campo y las condiciones en “se hace”, porque la gente que llega de ‘afuera’ (Maipú, Guaymallén, departamentos más céntricos), viene con pretensiones de salario y acceso a una vivienda digna si deben quedarse (y no las piezas sin agua, limpieza, luz ni sanitarios que se les ofrece para la estadía), y se niegan a trabajar sábados por la tarde y domingos al medio día. No se les puede amenazar con la pérdida del trabajo ya que el empleador deberá buscarse pronto otra cuadrilla y perderá tiempo en sacar la producción. Estos obreros además, algunas veces, hasta tienen experiencia en otros trabajos fuera del ámbito vitivinícola y en movimientos sindicales. 


El precio del tacho estipulado como mínimo en pocas ocasiones varía. A pesar de las variaciones que hay en la cantidad de uva de cada viña, variedades de uvas, estado y rendimientos de los viñedos, etc.; la ficha suele valer lo mismo desde el comienzo hasta el final de la cosecha, y sólo un patrón atrasado en la bodega puede arriesgarse a pagar cinco centavos de más si ve que la gente se va para trabajar en los olivos, que es el siguiente trabajo estacionario. 


El trabajador que intente cambiar el precio del tacho corre con el riesgo de quedarse sin casa y ser expulsado de la finca y de la zona sin beneficios y con la mala fama a cuestas. Un trabajador de la zona este se animó a exigir años atrás en una finca que cambiaran el precio de $0, 35 centavos a $ 0,45 por tacho de uva tinta
 luego de una granizada que afectó las cepas: los racimos estaban como exprimidos y no se llegaba a cubrir la ganancia mínima por día (en ese entonces, $12 en negro y $16 en blanco). Logró que se sumara al reclamo un considerable número de cosechadores, entre ellos, los de las cuadrillas externas. El reclamo logró su objetivo; pero como generó que se sumaran otros (el pago de salarios a familias que se quedaban por la temporada, por ejemplo) trajo como consecuencia que el organizador del reclamo quedara sin trabajo al final de la cosecha al igual que los de la cuadrilla, los cuales jamás volvieron a ser contratados en temporadas posteriores. Esta persona debió irse no sólo de la finca sino de las zonas aledañas ya que ningún empleador quería darle trabajo. El juicio que le inició a su empleador quedó nulo y jamás obtuvo la indemnización por despido y años de trabajo.        


Conjuntamente al trabajo de cosecha viene el de “uvas de exportación”, es decir, el de la selección y limpieza de los racimos de uvas de exportación. Las grandes firmas contratan gente a $600 por mes o más, exigiéndoles un trabajo de 10 a 12 a horas diarias y a veces en distintos horarios, impidiendo la posibilidad de programar una actividad más allá del día puesto que no se sabe a qué hora trabajará mañana. La tentación está en la cantidad de dinero que se gana con un trabajo más liviano que el de la cosecha. El trabajo en la viña implica cortar racimos y llenar tachos de entre 21 a 25 kilos y trasladarlos en el hombro hasta un camión por distancias que llegan hasta 300 metros. Cuando hay muchos cosechadores suelen armarse filas de ocho minutos con el tacho al hombro. Posteriormente, el mismo acarreador vuelve rápidamente a su hilera para repetir de nuevo el proceso y no quedarse atrás, de lo contrario mayor será la distancia que deberá recorrer porque el camión continúa avanzando. 

Como se ve, a pesar de la explotación de tiempo y energía que implica el trabajo “de exportación”, los obreros saben que desaprovechar esta oportunidad por un mes o dos de trabajo desgastador implicaría regresar a la viña y matarse trabajando para igualar este sueldo, lo cual equivaldría a acarrear 1.200 tachos.  

Pero no todo ha de quedar así para siempre...

Retomando el tema inicial podemos preguntarnos: ¿qué “se festeja” en la Fiesta de la Vendimia?, ¿cómo se representa al trabajador y qué se hace para mejorar su situación? Grandes dudas. Sin embargo, hay medios para cambiar esta situación. La clase obrera campesina es una clase autosustentable, ya que posee todos los conocimientos y capacidades en la agricultura, lo cual puede verse en las raras ocasiones en que consiguen independizarse como pequeños productores. Años de trabajo rural le han brindado una formación suficiente que permitiría que un solo trabajador atendiera una superficie cultivada más que suficiente para vivir él y su familia. Si cada miembro familiar colaborara además en este trabajo, haría falta nada más una labor de cuatro horas por día para conseguir los alimentos básicos. 

Algo muy sencillo podría empezar a hacerse: aumentar el sueldo de acuerdo al precio de la canasta básica y la cantidad de integrantes de la familia, y que el productor compartiera no un 10-15 % anual de la ganancia neta con los contratistas (porque ni siquiera distribuyendo anualmente el dinero ganado cubre la canasta básica), sino al menos un 30 %. Recién allí se llegaría a una canasta básica para una familia promedio de siete integrantes. O, si fuera más justo, que un productor con 10 contratistas cobrara un 10% de lo que trabaja cada uno, de tal modo que todos tuvieran 90 % (o si se quiere, 80 y 20%). De ese modo, el trabajo realmente redituable se haría con mayor esmero y entusiasmo, y todos podrían vivir en condiciones igualmente dignas . 

La iniciativa de algunas familias, especialmente impulsada por hermanos, logra que se abran locales comerciales, sin descuidar el trabajo rural, teniendo un sueldo de apoyo si en algún momento pierden su trabajo. El trabajo colectivo permite que cada uno pueda atender su trabajo, su familia, y ayudar en el emprendimiento. Del mismo modo, existen pequeños productores que comparten un porcentaje de trabajo y ganancia más equitativo para propietario y no propietario (de 60 y 40 % respectivamente). Claro que esto sólo ocurre en contadas ocasiones, donde el trabajo se comparte entre dos o hasta tres familias. 

Las constantes crisis han logrado despertar un clima de desconfianza y descontento social. En el campo, esto se traduce en una mejora en la conciencia social y en un cambio sobre la confianza en la paralizadora frase de “Dios proveerá”. El temor al empleador, que en algún momento llevó al sometimiento y resignación por parte del trabajador y al abuso y maltrato físico y psíquico del mismo por parte del empleador, hoy sólo suele verse ligado al hecho de perder el trabajo (o sea, el alimento diario). Esta situación podría cambiarse si el trabajador fuera su propio empleador. Al tener asegurado el sustento, cada uno sería más dueño de su vida y de sus deseos. Nada haría que uno se impusiera sobre el otro.     

Además de tener satisfechas las necesidades básicas podrían tener una vivienda y acceso a salud en condiciones dignas, del mismo modo que tiempo libre para cultivarse en lo que más les agradara. Quien se cultivara ya no lo haría solamente porque puede ($), dado que esta posibilidad quedaría abierta a todos.  

La familia es un elemento clave en la gestación de proyectos rurales. Al plantear las ideas de no propiedad y colectivización en varias oportunidades me he encontrado con planteos tales como “¿Qué hay de malo si yo con mi esfuerzo quiero dejarles a mis hijos un terreno donde puedan vivir tranquilos?”. Bien, esta previsión, aparte de ser lógica, sería extensible a todos si ninguno tuviera la posibilidad de gobernar sobre la vida de los demás. El temor al futuro incierto se da en una sociedad donde el trabajo se ha transformado en explotación y chantaje para el obrero, además de fomentar y profundizar las diferencias económicas, sociales, y culturales existentes. El sudor de cada uno de los hijos de trabajadores sustenta el alimento de los hijos de propietarios, que jamás lograrán entender las privaciones y esfuerzos de los demás gracias al derecho de herencia. En cambio, si nada es de nadie todo es de todos.

En esta época, espero que este trabajo haga reflexionar sobre la situación de los obreros de la viña y del campo en general. Y que esta reflexión no quede sólo en un comentario sino que motive acciones transformadoras sobre la opresiva situación social de los obreros rurales.   

Penitenciaría Provincial de Mendoza: ¿indiferencia o sadismo?

Por Horacio Seo

horacioseo@gmail.com
Las condiciones de detención de los presos del penal de Mendoza recién ocuparon un lugar significativo en los medios provinciales y nacionales a partir de mediados del 2004, y esto debido fundamentalmente a la intervención de organismos internacionales en el problema. El 17 de febrero y el 20 de mayo de 2004 Amnistía Internacional se dirigió directamente al gobernador de la provincia y a las demás autoridades pertinentes para exhortarlos a revertir el tratamiento cruel e inhumano que se daba a los presos de la provincia. A este reclamo internacional se sumarían la ONU, la Asociación Americana de Juristas y la Corte Interamericana. Esta última institución emplazó al presidente de la Nación a tomar cartas en el asunto amenazándolo, en caso contrario, con una condena internacional al Estado argentino por violación a los derechos humanos. El efecto económico y político que esta condena podría acarrear obligó al gobierno kirchnerista y a sus ministros a aparecer preocupados por el asunto, y a los medios masivos de comunicación a ocuparse de un tema que hasta el momento les era prácticamente indiferente. Pero el montaje de los medios y el gobierno nacional sólo llegó hasta allí y fue el gobernador Cobos (UCR) quien tomó cartas en el asunto para, coherente con su política represiva, aislar y silenciar a los presos, malinterpretando intencionadamente las denuncias realizadas.

El problema no es nuevo. Ya el 1º de marzo de 1999, y a través del expediente nº 01 del Juzgado de Ejecución a cargo del Dr. FELIX MATUS (caratulado: “Constatación Penitenciaría Provincial”), la justicia mendocina pudo comprobar la situación de total emergencia en que se encontraba el penal provincial. A esta “constatación” siguió una avalancha de recursos de amparo solicitados por presos, sus familias y gente vinculada a la coordinadora de Derechos Humanos de Mendoza. Y el 15 de julio del 2000 la 3ª Cámara del Crimen de Mendoza (autos nº 1.183) dispuso “hacer lugar a la acción y establecer una serie de medidas que debía cumplir el Gobierno provincial para disminuir el hacinamiento y la precariedad en las condiciones de higiene y salud de la población penitenciaria”
. El 8º Juzgado de Instrucción, la 6ª Cámara del Crimen y la Corte Suprema de Justicia de Mendoza respaldaron la medida al llevar adelante actuaciones donde pudieron constatar que: 

“En celdas cuyas dimensiones no superan los 2 metros cuadrados, en que existe una sola cama de material, donde no existe luz natural ni ingresa el aire del exterior, se encontraban alojadas 4 personas. En muchos casos, dicho encierro se extiende por un término que alcanza las veinte horas... los detenidos procesados deben realizar sus necesidades fisiológicas dentro de una bolsa de nylon en condiciones de promiscuidad total y dentro de la celda frente a los otros compañeros, que los internos carecen de agua para bañarse debiendo recurrirse a una manguera y pudo comprobarse que muchos de ellos tienen sarna y otras enfermedades producto de la falta de higiene. También pudo verificarse que la mayoría de los internos no pueden acceder a ningún tipo de trabajo o tarea de resocialización, ni pueden asistir a la escuela ni a los oficios religiosos”
. 

El gobierno provincial y las autoridades administrativas, incómodos por esta intromisión del poder judicial en sus tareas de vejación a los presos, se mostraron en principio ofuscados, luego algo asustados y finalmente completamente despreocupados.

Pero el 2004 devolvió el tema a las primeras planas con una seguidilla de muertes que desde enero hasta junio daba un promedio de al menos dos homicidios por mes (reconocidos por las autoridades) en la penitenciaría provincial. A esto había que sumarle un número mucho mayor de heridos y, a medida que la situación obligaba a distintos sectores a interiorizarse sobre el asunto, se iría develando poco a poco la impunidad con que las últimas administraciones habían estado borrando una a una las libertades y derechos de que gozaban los presos según el mismo código que se aplicaba para castigarlos.

Y es que si en el gobierno de Lafalla (PJ) la cárcel era un caos de corrupción y desinterés, Iglesias (UCR) aplicó directamente una política de mano dura indiferente a cualquier límite legal o humanitario. La ley 24.660 que reglamenta la detención de procesados y condenados promete asegurar a los internos salud, educación, trabajo y toda la ayuda que necesitaran para reinsertarse en la sociedad. Estos derechos (más cualquier tipo de derecho que uno pueda tener, como a la vida por ejemplo) quedan suspendidos según la misma ley, por “el menor tiempo posible”, en situaciones en que esto sea necesario. Para Iglesias y su director cómplice siempre fue necesario suprimir algún derecho de los presos cuando no todos juntos. Y así se perdieron los talleres, la escuela, la biblioteca, el deporte y la salud. Se incrementaron los hechos de violencia y el encierro en la celda pasó de ocupar 8 hs. por día en el gobierno de Lafalla a 20 hs. con Iglesias. 

La lentitud de los procesos (que, superando normalmente los 2 años, viola tratados internacionales como el de San José de Costa Rica), la marginalización de las clases bajas y el endurecimiento en el tratamiento de los procesados aumentó el número de internos de unos 1200 para fines del año 1999 a más de 2000 en la actualidad, bajo el gobierno de Cobos. Pero ningún aspecto en particular da una idea clara de lo que es la vida hoy en la penitenciaría de Mendoza. Quizás podamos tener una visión más general de ella considerando algunos puntos extraídos de los testimonios de las últimas comisiones
 que visitaron el penal
 y de presos que abandonan hoy este “campo de concentración” (como denominó un funcionario de la Cancillería de la Nación a este sistema carcelario):

· Construcciones y sistema eléctrico: toda la obra gruesa se encuentra totalmente deteriorada y obviamente no se ve ningún trabajo realizado post-motín del 1999. Es imperioso auditar la presunta reconstrucción del Penal porque resulta claro que hay obras que no se han hecho o que son de tan mala calidad que se han destruido. No hay luz en los pabellones y se constató que en celdas de 2,6 por 1,8 metros (previstas para una sola persona), con una sola cama de material de cemento conviven de cuatro a cinco internos, sin colchones y lo que es más grave es que llegan a estar encerrados 23 horas por día. Más de 2000 personas conviven en un edificio centenario (donde varios internos se han lesionado por desprendimiento súbito del cielorraso) preparado para recibir no más de 600. 

· Sistema de baños: se encuentran semidemolidos, con pérdidas de aguas servidas y con basura y materia fecal acumulada de días por las cloacas totalmente colapsadas
. Además, se camina por los pasillos de los pabellones con aguas servidas que fluyen de los baños tapados. También resulta que se deben auditar obras, puesto que el sistema de cloacas no ha sido reparado tal como sostiene el Gobierno de Mendoza. Las bocas de las cloacas de cada pabellón son viejísimas incluso datarían de la época de la construcción del Penal en el año 1908. No existen puertas en ningún baño y no hay baños en las celdas por lo que los internos deben defecar dentro de la celda y son obligados a guardar dichos excrementos allí mismo. Algunos pabellones no tienen baño alguno y en otros el baño es un orificio hecho en la tierra donde los internos deben hacer sus necesidades al aire libre.

· Sistema de agua potable, ventilación e higiene: No hay agua potable, no tienen agua para beber y mucho menos para higienizarse. Los internos no poseen utensilios para comer como cucharas, tenedores o cuchillos de plástico. Algunas de las celdas, donde los presos conviven hacinados con la basura y materia fecal que le obligan a mantener con ellos en el encierro
, carecen de ventilación y sólo se abren al exterior en dos pequeñas aperturas superiores o respiraderos.

· Salud y focos infecciosos: hay un número muy importante de coloctomias de gente muy joven (derivadas de las heridas de bala y de las heridas cortopunzantes), pacientes de alto riesgo dada la posibilidad de la vía de entrada a las infecciones. La población se encuentra, además, deficitariamente alimentada puesto que la calidad del alimento que reciben es inhumano y cuando se lo consideró oportuno la ración diaria fue reducida a un sánguche y un vaso de agua por día.  La abundancia de ratas (que algunos presos han adoptado ya como mascotas) aumenta el riesgo de contagio de enfermedades virósicas como la hepatitis (hasta algunos familiares de la visita se encontraban infectados) y de enfermedades de la piel como ántrax, forunculosis y piodermitis.

· Atención Médica: Los médicos se resisten a subir a la parte de los pabellones porque temen por su vida e integridad física. Los internos para ser atendidos tienen que recurrir a presentar habeas corpus, que a los días de ser presentados producen el resultado de que pueden ser examinados por los médicos en la sala de atención médica. Allí les prescriben medicamentos que luego jamás reciben por lo cual también es totalmente ineficaz la revisación lograda habeas corpus mediante. Asimismo en el encierro nocturno los llamados para atención médica no son respondidos y sólo se actúa cuando la persona ha muerto
. Los médicos tampoco se acercan a los internos porque según manifestaron se han infectado en numerosas oportunidades y uno de ellos todavía tiene sarna. La actitud es similar a quien examina un animal peligroso, feroz. Además se encontraron numerosos internos sin atención médica con fracturas, infecciones, dolores de muelas, fracturas evolucionadas mal tratadas, sarna, pulgas y tipos varios de dermatopatias.

· Educación: en lugar de usar a la escuela como tal se la usa como dormitorio para los presos que salen a trabajar durante el día. Duermen en el piso impidiendo el paso de los guardias y carecen de colchones. El denominado Pabellón de la Escuela se encuentra colapsado de gente y los colchones se hallan separados por frazadas. Faltan decenas de colchones y los internos duermen en el suelo desde hace meses. La educación de los internos es desde hace años casi inexistente.

· Pabellón de Enfermos: En el caso del Pabellón de enfermos crónicos pudimos apreciar personas con síntomas de abstinencia, hipertensos, HIV, suicidas, etc. Personas con afecciones post operatorias mezcladas con personas con problemas de salud mental. No existe ningún criterio médico serio y a pesar de la existencia de personal de salud contratado la atención es inexistente. Los médicos que acompañaron a los peticionarios han afirmado que es imposible encontrar allí alguien sano pues el medio ambiente es contaminante, sucio y en malas condiciones de manutención y edilicias. 

· Personal Penitenciario: Los internos denuncian la actividad de parte del personal penitenciario que tendría influencia sobre un importante grupo de los internos y que ha estado vinculado a la función desde los tiempos de la última dictadura militar en Argentina (1976 – 1983). Los jóvenes oficiales, recién egresados en dicha época, hoy dirigen el Penal de Mendoza con los más altos rangos. 

· Impunidad: no hay luz y no existe vigilancia alguna dentro de los pabellones lo que genera la posibilidad de que se produzcan muertes a toda hora del día en varios de los pabellones reinando siempre la impunidad. Los traslados de detenidos de pabellón a pabellón y la derivación de los ingresos  son arbitrarios, por lo cual no sólo conviven en los mismos pabellones gente que recién ingresa con gente que está condenada a prisión perpetua (lo cual ya atenta contra la ley) sino que los internos denuncian que varios de los muertos y heridos que produce la penitenciaría cotidianamente son en parte responsabilidad de los empleados que cuentan con la posibilidad de trasladar por la fuerza al que se les oponga en algo a un sector dominado por una banda rival
. Esto, por supuesto, provoca enfrentamientos que sumados a la impunidad reinante generan un caos total y favorecen las muertes y las riñas. Además de pabellón a pabellón hay huecos en las paredes (conocidos por los penitenciarios y por los presos) que permiten que personas de un pabellón puedan ir a otros pabellones a matar a otros en las horas de encierro. 

· Sistema Judicial: una gran preocupación de los presos fue la de los procesos judiciales, la falta de comunicación con las autoridades y el rol del juzgado de Ejecución Penal para acceder al régimen progresivo de la pena, el cual niega sistemáticamente beneficios y todo tipo de posibilidad de obtener la libertad asistida o la libertad condicional, en muchos casos fundándose en pericias psicológicas incontrolables puesto que no existen recursos ni posibilidades de impugnación o defensa. En igual sentido no existe posibilidad de defensa en los sumarios administrativos realizados por los penitenciarios con motivo de las “supuestas” faltas disciplinarias o “intentos de fuga” lo cual permite al personal penitenciario castigar con 15 días o más de aislamiento total (y otra vez la “necesaria” suspensión total de todos los derechos de la persona) a cualquier interno sin que éste tenga culpa alguna. Algunos de los presos manifestaron temor por represalias cuando habían denunciado irregularidades por ejemplo en los casos de personas allegadas a los muertos en el interior del penal, asimismo manifestaron que cuando se plantean reclamos legítimos sufren todo tipo de sanciones sin posibilidad de defensa ni control alguno. Jorge Cardozo, representante de la Cancillería Argentina, aclaró que “de los 2.000 internos, 1.000 son procesados y de acuerdo a la Constitución se respeta el principio de inocencia. Tenemos 1.000 inocentes hasta tanto se compruebe su culpabilidad. Además en el 30 o 40 por ciento de los casos los jueces terminan determinando, dos o tres años después, que era inocente". También hay un porcentaje de personas que está a punto de salir porque tiene algún beneficio que se les puede otorgar, "Por lo tanto, hay que acelerar los procesos e investigar si esas personas pueden recibir ese beneficio” agregó Cardozo. 

Como puede observarse, la expresión “campo de concentración” no le queda demasiado grande a este penal que por primera vez parece haber llamado seriamente la atención de las autoridades y de los medios. Se hace evidente que, como concluyó la comisión de Derechos Humanos que visitó el penal el 26/12/04, “Las condiciones de detención constituyen en suma un trato cruel inhumano y degradante”
. Los 16 homicidios reconocidos por el gobierno (los internos denuncian que hay más) y perpetrados dentro del ámbito de la penitenciaría provincial en el 2004 no pudieron pasar inadvertidos esta vez. El espectacular hallazgo de un torso humano el 5 de diciembre de este año (luego se encontrarían la cabeza y las extremidades en la basura) casi le complica las vacaciones al gobernador, que tuvo que hacer renunciar al director del penal, Mario Cortéz Murillo, para sustituirlo con otro que asumió con la orden de cumplir con toda una serie de medidas represivas que evidentemente no mejorarán en nada la situación recién expuesta.

La resolución del 3 de agosto de 2004 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recomendaba al Estado Nacional únicamente: 1) Salvaguardar la integridad física de las personas allí alojadas, 2) Proceder a la separación de procesados y condenados y 3) Garantizar medidas de higiene y salud. Esto es incluso mucho menos de lo que la ley 24.660 debería garantizar a todos los procesados y penados del país. Pero en respuesta a estos reclamos los activistas de Derechos Humanos de la provincia sólo han recibido amenazas e intimidaciones
.  La última comisión que visitó el penal (que incluía representantes del gobierno nacional) exigió que se cumpla con las resoluciones de la Corte Interamericana y una comisión de médicos aconsejó que habría que nombrar médicos que atiendan un número determinado de internos, siguiendo una forma de atención tipo médico de cabecera, con historias clínicas actualizadas y evolucionadas, con un sistema de auditorias y con un plan de visitas a los pabellones. Pero hasta el momento estas son las medidas que proponen el gobernador Cobos y el nuevo director Sergio Miranda para solucionar la emergencia humanitaria de la cárcel:

· Suspensión de toda visita y horas de recreo para más de la mitad del penal: esta medida tuvo poca duración por contravenir derechos internacionales y por la pronta reacción de la comisión de derechos humanos y familiares de los internos que protagonizaron un piquete frente al penal.

· Incorporación de más de 200 nuevos empleados penitenciarios, convocados a través de publicidad televisiva y de invitación a “soldados voluntarios egresados del ejército”.  

· Acondicionamiento de containers y construcción de nuevos módulos en el mismo espacio de la penitenciaría para repartir en ellos más de 900 presos.

· Incorporación de 50 cámaras de video móviles para filmar elingreso y egreso del personal penitenciario y de la visita de los internos.

· Rebaja de penas: prometían beneficiar a 200 internos y ayudar a descomprimir el penal, finalmente fueron sólo 80 y la más importante no superó los 4 meses, tiempo absolutamente insignificante para cualquier condena.

· Nuevo estatuto y ley penitenciaria, y creación de más comisiones y subdirecciones burocráticas para controlar la seguridad del penal y para el”Tratamiento y Reinserción” de los presos.

Sí, aunque parezca mentira así entendió el gobernador que había que encarar el problema. Así que no sólo se atreve a usar la situación económica de la provincia (por otra parte en un año bastante bueno para la clase acomodada) como excusa de el maltrato sádico que se da a los presos, sino que también piensa que la solución a cualquier tipo de problema social es siempre mayor represión y control. El problema es (para él) de Seguridad. Espero se entienda ahora lo que dije al principio de malentender intencionadamente las cosas.

El nuevo director Miranda, por su parte, lo sigue incondicionalmente y, al mejor estilo Blumberg, afirma en este contexto que “El interno le tiene que devolver a la sociedad lo que le quitó y lo que la sociedad invierte en él para resocializarlo”. ¿Así que luego de pasar meses o años sometidos en este “campo de concentración” los presos todavía están en deuda con la “buena gente” que los depositó allí? ¿Habrá algún método mejor para fomentar el resentimiento y la violencia que esta “resocialización” que están apl.icando?

Para colmo los jueces tan sólo tienen tiempo últimamente (además de para sus largas vacaciones) para su lucha por la “recomposición retroactiva” de sus salarios, que habrían aumentado ya un 30% y que no bajan de los $7000. Todo puede esperar pero su aumento no, por eso se atreven otra vez a embargar las cuentas públicas. Y mientras, la situación de los presos es cada vez más grave. Ni siquiera se les permite tener acceso a la ley que los condena y las últimas medidas tan solo agravan su estado de detención. Con un gobierno provincial decidido en su política de mano dura y opresión, una sociedad mendocina completamente indiferente, un gobierno nacional que evidentemente le incomoda ocuparse de este asunto, con los medios de comunicación que otra vez comienzan a aburrirse del tema (más teniendo ahora para hablar de los torneos de verano) y un Poder Judicial soberbio y abocado al lucro personal, le quedan a los presos de Mendoza pocas esperanzas de revertir su pésima situación. Habrá que esperar a ver qué pasa con los tímidos reclamos de los Derechos Humanos y, más importante, habrá que ir conformando un grupo de gente conciente con la verdadera voluntad de cambiar un sistema perverso que, aunque miremos para otro lado, nos afecta tarde o temprano a todos.

� Hablando de sindicalismo local, para que el lector pueda conocer de lo que es capaz la burocracia sindical de esta provincia podemos presentar el caso del sindicato de trabajadores agrarios, que estuvo de acuerdo con los empresarios en que convenía quitarles a los beneficiarios de planes sociales los mismos en época de cosecha para que no falte mano de obra. 


� “Los jueces no estamos para solucionar conflictos sociales, sino para proteger derechos” protestó en un medio gráfico (El Sol, 27/12/04) el juez de familia Germán Ferrer.


� O mejor podríamos decir las iglesias, ya que los prolíficos templos evangelistas van tomando cada vez una postura más en sintonía con la derecha provincial. Así, se pudo leer hace poco en la entrada de uno de ellos un cartelón que rezaba: “¿Para qué discutir sobre la pena de muerte si Dios ya votó a su  favor?”, o en una de sus radios se pudo escuchar: “¿Por qué dicen que Cristo era revolucionario si siempre estuvo en contra de la revolución?”.


� Que convocó este año a más de 20.000 mujeres de todo el país este año en la provincia.


� Conformada por: Casa de la Memoria y la cultura popular; Liga Argentina por los derechos del hombre; Movimiento Contra la Discrinacion y por la Convivencia; Movimiento Ecumenico por los Derechos Humanos; Red de Abogados por los Derechos Humanos; Familiares de Detenidos – Desaparecidos; H.I.J.O.S. Mendoza; C.T.A. (Secretaria Derechos Humanos).


� Bakunin, en cambio, encontraba muy injusto este desprecio de Marx y Engels por el Lumpenproletariat (proletariado en harapos). Sostenía  que “únicamente en él (en esta clase), y no en la capa aburguesada de la masa obrera, reside el espíritu y la fuerza de la futura revolución social”.


� Aparte de la información obtenida de los sitios de internet y medios, los demás datos corresponden a comentarios de casos por los mismos obreros y mi experiencia personal de la vida en el campo. La mayoría de la información fue extraída de las zonas: Centro, aledañas a la Zona Este, la misma Zona Este y el Valle de Uco.


� Tan sólo $ 80. 000 es el monto asignado el año pasado para la refacción del algunos sectores del anfiteatro Frank Romero Day, para los festejos vendimiales 2005. Imaginemos los demás costos de publicidad, eventos,  exposiciones, etc. que, por supuesto, se concentran mayormente en la Ciudad, donde sólo se encuentra una cepa como adorno. (Fuente: La Guía de Turismo y cultura, Noviembre de 2004)   


� ¿Cuánto nos robará esta “representante” de la “fiesta de los trabajadores”  durante todo el año? Ojo, sin contar lo que continúa recibiendo después junto con las demás ex-reinas en la agrupación de la que son integrantes con sueldo fijo de por vida. Y hay medios que las reivindican y “luchan” por ellas reivindicando derechos tales como, por ejemplo, realizar sus viajes no en ómnibus al igual que todo hijo de obrero, sino en avión por más que vayan ahí nomás, puesto que son “unas reinas”, como lo hizo en uno de sus artículos diario Uno el año pasado.  


� Obreros que por una asignación mensual trabajan durante diez meses (de mayo a febrero) una determinada superficie de tierra, cuantificadas por hectáreas (10.000 metros cuadrados cada una), y al finalizar el año con la cosecha reciben un porcentaje de las ganancias (generalmente, del 10 – 15 %). Hay ocasiones tan explotadoras, como el caso documentado por El Sol diario, de obreros que por $100 mensuales trabajan cinco hectáreas de vid. (El Sol Diario, 5 de enero de 2004) 


� Obreros que son empleados en blanco y reciben la gran mayoría de los beneficios que estipula la ley. Éstos no reciben ningún porcentaje de la producción anual y se dividen en obrero simple, tractorista, encargado – capataz y, en algunos casos, administrador general (mientras mayor jerarquía, mayor sueldo).  


� Según datos proporcionados por la Dirección de Estadísticas e Investigaciones Económicas (DEIE), dependiente del Ministerio de Economía de la provincia, el índice de los valores de la canasta del IPC (índice de precios al consumidor), en diciembre del 2004 llegó a $ 964, 74. A pesar de esto, el sueldo promedio mendocino para el estado continúa siendo $ 700. (Fuente: El Sol diario, 12 de enero de 2005)        


� Convenio con S.O.E.V.A. (Sindicato de obreros y empleados vitivinícolas). Fuente: entrevista al señor Antonio Arias, Secretario General de SOEVA Rivadavia, noviembre 2001 (internet).


� El Sol Diario, 12 de enero del 2005. 


� En enero del 2002, en plena crisis económica y política una pueblada logró que los políticos se redujeran el sueldo a $ 650 para los concejales, que querían “reajustarlo” y subirlo a unos cuantos pesos más. A pesar de que la medida tuvo éxito, los � HYPERLINK "mailto:muchach@s" ��muchachos� pudieron encontrar la forma de ascenderlo a los $1150 actuales y ahora luchan por duplicarlo (Diario Uno, 7 de enero de 2005).  


� Entrevista a Miguel Montaña, representante sindical de SOEVA. El sol diario, 4 de Octubre de 2004.


� Cada temporada, los sectores gremiales y empresariales acuerdan fijar un piso administrativo por el tacho de uva, a los efectos de establecer los aportes patronales que corresponden a los trabajadores.


� El precio mínimo es para uva comunes (moscatel rosada o blanca, criolla, etc.). Para las uvas finas (Malbec, Chardonnay, etc.) los precios suelen oscilar entre $0,80 y $1 por tacho. El año pasado, las paritarias desarrolladas entre la Federación de Obreros y Empleados Vitivinícolas y Afines (FOEVA) y el sector privado acordaron fijar un piso de $0,36 de bolsillo ($0,42 si se suman los aportes) del precio del tacho de uva, que se pagó -en promedio- a $0,50 para uvas comunes de alto rendimiento. Mientras, algunas otras bodegas, como Viñas Argentinas, llegaron a abonar por la cosecha de las variedades más finas aproximadamente $0,80 por tacho. (Diario Los Andes, enero de 2004).  


� La cosecha de uva tinta suele ser evitada por muchos trabajadores: los racimos tienen un tamaño pequeño por lo que cuesta llenar el tacho, los tallos son duros y los granos frágiles, lo cual ocasiona que al tironear el fruto se deshaga fácilmente y su jugo manche y humedezca la ropa constantemente en las mañanas frías de otoño.   


� Informe de la Coordinadora por los Derechos Humanos de Mendoza (enero de 2004).


� Idem.


� Integradas por representantes del gobierno provincial, Cancillería, Senado de la Nación, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y abogados y médicos comprometidos con los derechos humanos de los presos. 


� Sobre todo del informe de la comisión que visitó el penal el 26 de noviembre de 2004 (integrada por la Coordinadora de Derechos Humanos y funcionarios nacionales).


� Habitat propicio para las ratas (antes, cuando algún lugar se llenaba con agua para un baño, habían incluso sanguijuelas) e insectos (chinches, vinchucas, pulgas, cucarachas, moscas, etc.) que conviven con los internos.


� La salida de la celda para todas las necesidades del interno llegó en algún momento a reducirse a tan sólo 15 minutos diarios (y esto fuera de los días posteriores a un motín cuando toda la población puede pasar hasta 15 días o más seguidos encerrada en la celda con todos sus “derechos suspendidos”).


� La comisión que realizó el informe del penal a fines de noviembre dejó consignado que “Estaba una persona tirada frente a los peticionarios sin recibir atención médica y luego de más de veinte minutos fue llevado a enfermería (a pesar de nuestra presencia en el lugar)”.


� Varios de los muertos y muchos de los heridos graves de la penitenciaría en el 2004 habían sido cambiados de pabellón el mismo día o pocos días antes de su muerte.   


� Jorge Cardozo de la Cancillería Nacional encontró que “las condiciones de la Penitenciaría de Mendoza son terminales” y reflexionó: “yo no podría mantenerme vivo ni una semana ahí dentro”. 


� Como denuncian en su carta al gobernador del 16/11/04.





